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RESOLUCIÓN 

En San Juan, Puerto Rico, a 7 de agosto de 2024. 

Comparece ante nos el Municipio de San Juan mediante la 

presente Petición de Certiorari y nos solicita que revoquemos la 

Resolución emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de San Juan, el 8 de mayo de 2024 y notificada el día 

después. En el aludido escrito, el TPI declaró No Ha Lugar la 

Solicitud de desestimación de la demanda presentada por el 

Municipio de San Juan.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

denegamos expedir el auto de Certiorari. 

I. 

El 16 de agosto de 2021 Jafer Construction Corporation 

presentó una Demanda de cobro de dinero contra el Municipio de 

San Juan.1 En el aludido escrito, la parte demandante alegó que la 

parte demandada le adeudaba la cantidad de $641,914.92 por 

concepto de un contrato de obra número 2012-B00170 en cual las 

certificaciones número 19 (por la cantidad de $213,595.40); número 

 
1 Apéndice de la parte peticionaria, XIV en las págs. 104-106. 
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20 (por la cantidad de $102,701.08) y la retención de fondos del 10% 

que sumaban $325,618.44, nunca fueron pagados a éste.2 Arguyó 

además, que esta deuda se encontraba líquida, vencida y exigible y 

que aunque la parte demandada en el pleito SJ2018CV04689 

reconoció la deuda, ésta nunca ha cumplido con la obligación del 

pago.3  

Por su parte, el 15 de diciembre de 2021 la parte demandada 

presentó su Contestación a la demanda y una reconvención.4 En 

síntesis, la parte demandada arguyó que la parte demandante 

incumplió con la obligación bilateral, por lo que no podía pedir su 

cumplimiento.5 De igual forma, solicitó el resarcimiento de 

$4,000,000.00 en concepto de daños pues alegó que la parte 

demandante incumplió en la instalación de adoquines tipo “San 

Juan Impression” en el área de rodaje de la calle Fortaleza por no 

cumplir con los requisitos establecidos en los “Contract 

Documents”. 6  

El 15 de febrero de 2022 Jafer Construction Corporation 

presentó una Moción en solicitud de desestimación de reconvención.7 

En resumen, la parte demandante alegó que procedía la 

desestimación de la reconvención pues era cosa juzgada, las 

alegaciones y remedios solicitados por el Municipio de San Juan 

eran los mismos que presentó o debió presentar la parte demandada 

en el caso SJ2018CV04689 por el cual existe una Sentencia que 

 
2 Íd. 
3 Íd. Se toma conocimiento judicial del caso SJ2018CV04689. En aludido caso, el 

Municipio de San Juan demandó a Jafer Construction Corporation y a Western 

Surety Company por alegado incumplimiento del contrato Núm. 2012-B00170 y 

solicitó, entre otras cosas, el cumplimiento específico de dicho contrato y 

Accessory Agreement. El mismo fue desistido por el Municipio de San Juan el 30 

de abril de 2021 con Sentencia desestimando la acción con perjuicio el 30 de abril 

de 2021 y notificado el 3 de mayo del mismo año.    
4 Apéndice de la parte peticionaria, XV en las págs. 107-112. 
5 Íd. 
6 Íd. 
7 Apéndice de la parte peticionaria, XVI en las págs. 113-121. 
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desestimó la acción con perjuicio pues esta última solicitó su 

desistimiento.8  

Luego de varios trámites procesales, el 23 de marzo de 2022 

la parte demandada presentó una Solicitud de desestimación de la 

demanda.9 En el aludido escrito, la parte demandada alegó que 

procedía la desestimación de la demanda pues la parte demandante 

debió presentar su reclamación de cobro de dinero como 

reconvención compulsoria en el caso SJ2018CV04689, lo cual no 

realizó.10 El Municipio de San Juan alegó que esto es así, pues a la 

luz de los escritos presentados por Jafer Construction Corporation 

en el caso SJ2018CV04689 éste tenía pleno conocimiento de su 

reclamación de cobro de dinero desde la Contestación de la demanda 

y nunca presentó una reconvención compulsoria solicitando el pago 

precisado en la demanda presentada.11 De igual forma, alegó la 

defensa de cosa juzgada, pues al existir una sentencia de este primer 

pleito perdió su oportunidad de poder presentar su reclamo de cobro 

de dinero.12 

Por su parte, el 13 de abril de 2022 la parte demandante 

presentó su Oposición a “Moción de desestimación” y reiterando 

solicitud de desestimación de reconvención.13 En su escrito, la parte 

demandante se opuso a los planteamientos de la parte demandada 

pues entendió que su causa de acción maduró cuando se percata 

que esta última no había hecho el pago de la deuda y ante su 

inacción, se veía obligado a instar una causa de acción de cobro de 

dinero ante los tribunales para poder recobrarla.14  

 
8 Íd. Véase, además, Apéndice de la parte peticionaria, XII en las págs. 101-102; 

Apéndice de la parte peticionaria, XIII en las págs. 103. 
9 Apéndice de la parte peticionaria, XVII en las págs. 122-137. 
10 Íd. 
11 Íd. Véase, además, Apéndice de la parte peticionaria, V en las págs. 33-39. 
12 Íd. 
13 Apéndice de la parte peticionaria, XVIII en las págs. 138-144. 
14 Íd. 
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Así las cosas, el 8 de mayo de 2024 y notificado al día 

siguiente, el TPI emitió una Resolución declarando No Ha Lugar a la 

Solicitud de desestimación de la demanda presentada por el 

Municipio de San Juan.15 El foro primario, respecto al 

planteamiento de la reconvención compulsoria y cosa juzgada 

propuestos por la parte demandada, razonó lo siguiente: 

[…] 

Ante el lenguaje de la Estipulación #19 que fuera 
redactada y suscrita por ambas partes, y aprobada 
como hecho no controvertido por el Tribunal en el caso 

SJ2018CV04689, resulta evidente que al momento de 
presentarse la Demanda en el caso SJ2018CV04689, y 
hasta la fecha en que se celebró la Conferencia con 

Antelación al Juicio en dicho caso, entre las partes no 
existía una controversia justiciable en torno al pago de 

las certificaciones y el retenido por un total de 
$641,014.91. 

 Tan real y genuino fue el reconocimiento del MSJ 

en torno a la inexistencia de una controversia sobre la 
deuda que reclama Jafer en el presente pleito que, en la 

Minuta de la Vista celebrada el 7 de octubre de 2020 en 
el caso SJ2018CV04689, se consignó que: “en estos 
momentos el MSJ no está en disposición de proceder 

con el pago de $641,014.91”; y se consignó que el 
representante legal del MSJ solicitó un breve término 
para realizar las gestiones pertinentes e informar al 

respecto. 
 Por su parte, el MSJ tampoco ha logrado 

establecer que la referida controversia se tornara 
justiciable y/o que la causa de acción de Jafer se 
hubiera configurado entre el 7 de octubre de 2020 

(fecha en que se celebró la Conferencia con Antelación 
al Juicio en el caso SJ2018CV04689) y el 30 de abril de 

2021 (fecha en que el MSJ desistió CON PERJUICIO de 
su Demanda en el caso SJ2018CV04689).  

Como resultado de lo anterior, hubiera sido 

prematuro el requerir que Jafer presentara una 
reconvención compulsoria bajo el caso 
SJ2018CV04689. En particular, porque resulta forzoso 

concluir que, durante la vigencia del caso 
SJ2018CV04689, no se había configurado la causa de 

acción que Jafer presentó posteriormente en el caso de 
epígrafe.16 

 

 Inconforme, acude ante nos el Municipio de San Juan 

mediante la presente Petición de Certiorari y nos platea la comisión 

de los siguientes errores: 

 

 
15 Apéndice de la parte peticionaria, I en las págs. 1-2. 
16 Íd. 



 
 

 
KLCE202400612    

 

5 

Primer Error 
ERRÓ EL TPI AL DENEGAR LA DESESTIMACIÓN DE 

LA DEMANDA AL ENTENDER QUE LA CONTROVERSIA 
PLANTEADA EN EL CASO ANTE SÍ NO ESTABA 

MADURA DURANTE LA DEMANDA ORIGINAL Y, POR 
TANTO, NO SE REQUERÍA UNA RECONVENCIÓN 
COMPULSORIA. 

 
Segundo Error 
ERRÓ EL TPI AL DENEGAR LA DESESTIMACIÓN DE 

LA DEMANDA AL NO APLICAR LA DOCTRINA DE COSA 
JUZGADA ANTE LA INACCIÓN DE JAFER 

CONSTRUCTION FRENTEAL DESISTIMIENTO CON 
PERJUICIO DEL MUNICIPIO AUTÓNOMO DE SAN 
JUAN EN LA DEMANDA ORIGINAL (SJ2018CV04689).  

 

 Jafer Construction Corporation presentó el 12 de junio 2024 

su Alegato en oposición a “petición de certiorari”.  Por su parte, el 

Municipio de San Juan, el 6 de agosto de 2024, presentó Urgente 

solicitud en auxilio de jurisdicción. Contando con la comparecencia 

de ambas partes, procedemos a resolver. 

II. 

Certiorari 

  El auto de certiorari es un vehículo procesal de naturaleza 

discrecional que permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar 

las determinaciones judiciales de un foro inferior y corregir algún 

error cometido por éste. 800 Ponce de León v. AIG, 205 DPR 163, 

174 (2020); IG Builders et al., v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 

(2012); García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005). El Tribunal 

Supremo de Puerto Rico ha definido discreción como el “poder para 

decidir en una u otra forma, esto es, para escoger entre uno o varios 

cursos de acción”. García v. Padró, supra, que cita a Pueblo v. Ortega 

Santiago, 125 DPR 203, 211 (1990). Así, pues, la discreción es “una 

forma de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para 

llegar a una conclusión justiciera…”. Pueblo v. Sánchez González, 90 

DPR 197, 200 (1964), citado con aprobación en García v. 

Padró, supra, págs. 334-335.   

En cuanto a este foro revisor, el ejercicio de la discreción no 

equivale a hacer abstracción del resto del Derecho, ya que ese 
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proceder constituiría, en sí mismo, un abuso de discreción. Negrón 

v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001). Por lo tanto, el examen 

al auto discrecional que realizamos antes de decidir el curso a seguir 

no se da en el vacío ni en ausencia de otros parámetros. 800 Ponce 

de León v. AIG, supra, pág. 176. Ello así, porque “el adecuado 

ejercicio de la discreción judicial está inexorable e indefectiblemente 

atado al concepto de la razonabilidad”. García v. Padró, supra, pág. 

335; Pueblo v. Ortega Santiago, supra. En virtud de lo anterior, para 

ejercer sabia y prudentemente nuestra facultad discrecional, al 

determinar si expedimos o denegamos un recurso de certiorari, nos 

regimos en primer lugar por un examen objetivo basado en la Regla 

52.1 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1, que 

establece que: 

[…] 
El recurso de certiorari para revisar resoluciones u 
órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 

Primera Instancia, solamente será expedido por el 
Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 

resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 
denegatoria de una moción de carácter dispositivo. No 
obstante, y por excepción a lo dispuesto anteriormente, 

el Tribunal de Apelaciones podrá revisar órdenes o 
resoluciones interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
Primera Instancia cuando se recurra de decisiones 

sobre la admisibilidad de testigos de hechos o peritos 
esenciales, asuntos relativos a privilegios evidenciarios, 

anotaciones de rebeldía, en casos de relaciones de 
familia, en casos que revistan interés público o en 
cualquier otra situación en la cual esperar a la 

apelación constituiría un fracaso irremediable de la 
justicia. Al denegar la expedición de un recurso de 

certiorari en estos casos, el Tribunal de Apelaciones no 
tiene que fundamentar su decisión. 
[…] 

 

En segundo lugar, y luego de sobrepasar el examen objetivo 

de la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, se procede a realizar 

un examen subjetivo en el cual nos guiamos por los Criterios para 

la expedición del auto de certiorari esbozados en la Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 

Así reza:  
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El Tribunal tomará en consideración los 
siguientes criterios al determinar la expedición de un 

auto de certiorari o de una orden de mostrar causa:  
 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho.  

  
(B) Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema.  
  
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia.  
  

(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.  
  
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración.  
  

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio.  

  
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia.   

 

De ordinario, este tribunal intermedio no interviene con las 

determinaciones emitidas por el foro primario ni sustituye su criterio 

discrecional, “salvo que se pruebe que dicho foro actuó con prejuicio 

o parcialidad, incurrió en craso abuso con el ejercicio de la 

discreción, o que incurrió en error manifiesto”. Citibank et al. v. ACBI 

et al., 200 DPR 724, 736 (2018) y la jurisprudencia citada.   

Reconvención Compulsoria 

 La Regla 11.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 11.1, 

establece que una reconvención compulsoria es aquella reclamación 

hecha contra una parte adversa que surge del mismo acto, omisión 

o evento que motivó la reclamación de dicha parte, que no requiere 

la presencia de terceros no demandados. La misma debe presentarse 

al momento en la parte demandante notifique su alegación, pues si 

no se formulan a tiempo se renuncia a la aludida causa de acción 

quedando adjudicado los hechos y reclamaciones y estando la parte 

reconveniente impedida de presentar una acción independiente. 
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S.L.G. Font Bardón v. Mini- warehouse, 179 DPR 322, 333 (2010) 

citando a Neca Mortg. Corp. v. A&W Dev. S.E., 137 DPR 860, 867 

(1995).  

 Analizando la figura jurídica, el tratadista Rafael Hernández 

Colón expresó lo siguiente: 

Una reconvención es compulsoria si existe una relación 
lógica entre la reclamación presentada en la demanda y 

la que es objeto de la reconvención; cuando los hechos 
esenciales de ambas reclamaciones están tan 

vinculados que la economía judicial exige que se 
ventilen de conjunto. Si las cuestiones de hecho y de 
derecho entre ambas son las mismas; si la doctrina de 

res judicata impediría una acción independiente; si 
ambas reclamaciones surgen de la misma prueba y si 

están vinculadas lógicamente, estamos ante una 
reconvención compulsoria.17 
 

Doctrina de Cosa Juzgada 

Como cuestión de umbral, en el Código Civil de 2020 no existe 

una disposición equivalente al antiguo Artículo 1204 del Código Civil 

de 1930, que establecía la doctrina de cosa juzgada como modo de 

derrotar las presunciones. Véase, 31 LPRA ant. sec. 3343.  No 

obstante, la Regla 6.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, la cual 

enumera las distintas defensas afirmativas que la parte demandada 

debe alegar al presentar una alegación responsiva, so pena de 

entenderse renunciada, en su inciso (p), establece la defensa de cosa 

juzgada. Al igual que las defensas allí consignadas, estas defensas 

“abarcan materia sustantiva o materia constitutiva de excusa por la 

cual el demandado no debe responder a la reclamación instada en 

su contra”. Tribunal Supremo de Puerto Rico, Secretariado de la 

Conferencia Judicial y Notarial, Informe de Reglas de Procedimiento 

Civil, marzo 2008, pág. 76. Véase Conde Cruz v. Resto Rodríguez, 

205 DPR 1043, 1064 (2020). 

Para que se active la presunción de cosa juzgada en otro 

juicio, “[…] es necesario que entre el caso resuelto por la sentencia 

 
17 R. Hernández Colón, Práctica Jurídica de Puerto Rico, Derecho Procesal Civil, 

6ta ed., Ed. LexisNexis, 2017, pág. 293.   
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y aquél en que ésta sea invocada, concurra la más perfecta identidad 

entre las cosas, las causas, las personas de los litigantes y la calidad 

con que lo fueron”. Municipio de San Juan v. Bosque Real, S.E., 158 

DPR 743, 769 (2003). Añade el Tribunal Supremo: 

La doctrina está fundamentada en el interés del Estado 

en ponerle fin a los litigios y en proteger a los 
ciudadanos para que no se les someta en múltiples 
ocasiones a los rigores de un proceso judicial. Pérez v. 
Bauzá, 83 DPR 220, 225 (1961).  El efecto de la 
aplicación de esta doctrina es que la sentencia emitida 

en un pleito anterior impide que se litiguen 
posteriormente, entre las mismas partes y sobre las 
mismas causas de acción y cosas, las controversias ya 

litigadas y adjudicadas, y aquellas que se pudieron 
haber litigado.  Pagán Hernández v. U.P.R., 107 DPR 

720, 732-33 (1978); Mercado Riera v. Mercado Riera, 
100 DPR 940, 950 (1972).18  

 

La defensa exige la identidad entre las cosas, las causas y las 

personas de los litigantes. En primer lugar, cuando la doctrina de 

cosa juzgada alude a la identidad entre las cosas, se refiere al “objeto 

o materia sobre la cual se ejercita la acción”. Lausell Marxuach v. 

Díaz de Yáñez, 103 DPR 533, 535 (1975). Es decir, el objeto de una 

demanda. En A & P Gen. Contractors v. Asoc. Caná, 110 DPR 753, 

764-765 (1981), el Tribunal Supremo, acorde con la doctrina 

civilista, nos instruye a formularnos la siguiente pregunta para 

determinar si existe o no identidad de cosas: si al tomar una 

determinación sobre el objeto de una demanda en el caso ante 

nuestra consideración, nos exponemos a contradecir una decisión 

anterior en cuanto al mismo objeto.   

En cuanto a la identidad de causa, esta se refiere a la razón o 

motivo de pedir; significa el fundamento u origen de las cuestiones 

planteadas y resueltas. Íd., pág. 765. El requisito de identidad de 

causas se constituye cuando la nueva acción esté como embebida 

en la primera o fuese consecuencia inseparable de la misma. 

Acevedo v. Western Digital Caribe, Inc., supra, pág. 464. 

 
18 Municipio de San Juan v. Bosque Real, S.E., 158 DPR 743, 769-770 (2003). 
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Con referencia al requisito de la identidad de las personas de 

los litigantes, el mismo se rige por la doctrina de la mutualidad. Íd., 

pág. 465.19 Es decir, precisa que las partes litigantes hayan sido las 

mismas en ambos pleitos, el original y el segundo, o se hallaren en 

una relación mutua.  Pol Sella v. Lugo Christian, 107 DPR 540, 550 

(1978). 

De otra parte, se ha reconocido la modalidad de impedimento 

colateral por sentencia la doctrina de cosa juzgada20, en la que no 

resulta necesaria la identidad de las causas.  A & P Gen. Contractors 

v. Asoc. Caná, supra.  La figura surte efecto cuando un hecho 

esencial para el pronunciamiento de una sentencia se dilucida y 

determina mediante sentencia válida y final.  Como resultado, tal 

determinación es concluyente en un segundo pleito entre las 

mismas partes, aunque estén envueltas causas de acción 

distintas.  Id., pág. 762. 

III. 

 En el presente caso, la parte apelante nos plantea que erró el 

foro primario al denegar la solicitud de desestimación de la demanda 

por entender que la controversia planteada en esta causa de acción 

no estaba madura durante el pleito SJ2018CV04689 y por lo tanto 

no procedía una reconvención compulsoria. En segundo lugar, nos 

señala que erró el TPI al no aplicar la doctrina de cosa juzgada a 

 
19 Véase, además, Pol Sella v. Lugo Christian, 107 DPR 551, 550 (1978); A & P 
Gen.Contractors v. Asoc. Caná, 110 DPR, a la pág. 762. 
20 Somos conscientes, también, de que el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

reconocido una modalidad adicional de la doctrina de cosa juzgada, denominada 
como fraccionamiento de causas de acción.  Dicha modalidad le aplica a toda 

reclamación posterior entre las mismas partes, sobre el mismo asunto.  Abengoa, 
S.A. v. American Intl. Ins., 176 DPR 512, 525 (2009).  El propósito de “la defensa 

de cosa juzgada, en su aspecto de fraccionamiento de causas de acción, es 

promover la finalidad de las controversias judiciales y evitar las continuas 

molestias a una parte con la presentación sucesiva de varios pleitos relacionados 

con el mismo asunto”.  S.L.G. Szendrey-Ramos v. Consejo Titulares, 184 DPR 133, 

156 (2011) (bastardillas en el original).  Si bien reconocemos su existencia y 
validez, la modalidad de fraccionamiento de causas de acción no ha sido 

planteada en el caso ante nuestra consideración, por lo que no requiere de análisis 

ulterior. 
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pesar de la inacción de la parte apelada cuando se desistió del pleito 

SJ2018CV04689.   

 Antes de adentrarnos a la discusión de los planteamientos de 

error, debemos realizar el examen objetivo y subjetivo para 

determinar si expediremos el recurso de certiorari o no. 

 En primer lugar, al encontrarnos con una denegatoria de una 

moción de carácter dispositivo, en este caso una denegatoria a una 

moción de desestimación bajo la Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 

32 LPRA Ap. V, R. 10.2, poseemos jurisdicción para atender el 

asunto en controversia.  

 Luego de realizado el examen objetivo, y al analizar el asunto 

planteado en el recurso a la luz de los criterios esbozados en la Regla 

40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, 

R. 40, llegamos a la conclusión de que no procede la expedición 

del auto de certiorari. Al no estar presente en el caso ante nuestra 

consideración ninguno de los criterios expuestos en la Regla 40 de 

nuestro Reglamento, supra, ni tratarse de un asunto en que el foro 

primario haya actuado con prejuicio o parcialidad, craso abuso con 

el ejercicio de la discreción, o error manifiesto, entendemos que no 

procede nuestra intervención en esta etapa de los procedimientos. 

IV. 

Por los fundamentos anteriormente esbozados, denegamos 

expedir el auto de Certiorari y declaramos no ha lugar la Urgente 

solicitud en auxilio de jurisdicción. 

Notifíquese inmediatamente. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
 

                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


